
    

 

JUZGADO CENTRAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Nº  
GOYA 14, 3ª PLANTA. 
MADRID 
Número de Identificación:  
Procedimiento: PROCEDIMIENTO ABREVIADO  
Sobre: Responsabilidad patrimonial 
Recurrente: D.  
Letrado: D. Antonio Suárez-Valdés González 
Recurrido: Resolución de  del MINISTERIO DEL INTERIOR, 
desestimatoria de la reclamación por responsabilidad patrimonial 
formulada en el Expediente  
 
 
 

SENTENCIA   Nº  
 
 

En Madrid a veinte de septiembre de 2023   
 

Emilia Peraile Martínez, Magistrada del Juzgado Central de lo 
Contencioso Administrativo nº , ha visto los presentes autos de Procedimiento 
Abreviado nº , instados por D.   , 
representado y asistido por el Letrado D. Antonio Suárez-Valdés González, 
contra el MINISTERIO DEL INTERIOR, representado y asistido por la 
Abogacía del Estado, sobre responsabilidad patrimonial, por los daños y 
perjuicios sufridos con motivo del destino forzoso adjudicado en , que 
fue anulado por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior 
de Justicia de Madrid.    
 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO.- Por la parte actora, D. , con 
fecha , se interpuso recurso contencioso administrativo frente a la 
resolución de  del Ministro del Interior, y en su delegación el Secretario 
General Técnico, por la que se desestima la reclamación por responsabilidad 
patrimonial formulada por dicho recurrente. Expediente  
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Recurso que presentado en el Servicio Común de Registro y Reparto de 
estos Juzgados Centrales de lo Contencioso administrativo de Jaén; se turnó y 
remitió a este órgano judicial. 
 
 

SEGUNDO.- Por decreto de fecha 26-06-23 se admitió a trámite el 
recurso por las normas del procedimiento abreviado y se dio traslado de la 
misma a la Administración recurrida; se tuvo por personado al citado recurrente, 
y en su nombre y representación al Letrado, D. Antonio Suárez-Valdés; se 
acordó la remisión del expediente advo debiendo notificar en el plazo de cinco 
días a cuantos aparezcan como interesados en él, emplazándoles para que 
puedan personarse como demandados en este recurso en el plazo de nueve días, 
y citar a las partes a la vista señalada para el día 14-09-23, la cual se celebró con 
el resultado que es de ver en el sistema de grabación, quedando los autos 
conclusos y a la vista para dictar sentencia en tal acto. 
 

La cuantía de esta litis se fija en 11.941 €. 
 
 

TERCERO.- En la tramitación de este procedimiento se han cumplido las 
prescripciones legales. 
 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO.- D.   , interpuso recurso 
contencioso administrativo frente a la resolución de 30-03-23 del Ministro del 
Interior, y en su delegación el Secretario General Técnico, por la que se 
desestima la reclamación por responsabilidad patrimonial formulada por dicho 
recurrente. Expediente . 
 

Alega que, por resolución de fecha 11 de junio de 2018 del Coronel Jefe 
del Servicio de Recursos Humanos (BOGC Núm. 25 de 12 de junio de 2018), se 
publican destinos a vacantes de libre designación en el extranjero del personal 
en situación de activo; siendo destinado en dicha resolución al puesto de 
Seguridad y Protección.  (Roma), procedente del Centro de 
Adiestramientos Especiales (CAE), incorporándose a su destino, e instalándose 
en Roma durante los meses de agosto y septiembre de 2018, percibiendo en su 
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nómina de haberes una cuantía adicional a los conceptos que venía percibiendo 
normalmente en territorio nacional, en concepto de asignación al extranjero de 
4.642, 89 € mensuales. 
 

Que por resolución de 20-08-2018 del General de Brigada, Jefe 
Accidental del Mando de Personal por delegación del Director General, fue 
destinado con carácter forzoso al Grupo de Reserva y Seguridad . 
 

Resolución que recurrida ante la jurisdicción contencioso-administrativa, 
se resolvió en sentido anulatorio por la Sección Sexta de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, en 
sentencia nº , dictada en el Procedimiento 
Ordinario , con el siguiente fallo: “Que debemos estimar y estimamos el 
presente recurso administrativo número  que ante esta Sala ha promovido DON 

 Guardia Civil, que comparece en calidad de 
funcionario, contra la Resolución evacuada por silencio administrativo por el Sr. Secretario de 
Estado de Seguridad, desestimatoria presunta del recurso de alzada interpuesto el 3 de 
septiembre de 2018 contra la Resolución de 20 de agosto de 2018 (BOGC Núm. 36 de 21 de 
agosto de 2018), del General de Brigada, Jefe Accidental del Mando de Personal por 
delegación del Director General, por la que se destina a vacantes de concurso de méritos, a los 
Guardia Civiles que se relacionan como al Guardia Civil D.  y otros, y 
al actor al destino del Grupo Rural y de Seguridad N- , y debemos declarar y 
declaramos no ajustadas a derecho las resoluciones que se impugnan en cuanto a este último 
destino del actor”. 
 

Sentencia que adquirió firmeza el 01-06-2021. 
 

El 03-02-2022 solicitó de la demandada que le reconociera su derecho al 
cobro de una indemnización que venga a compensar los perjuicios causados al 
mismo por el deficiente funcionamiento de la Administración y que estimó 
inicialmente en 195.068,5 €, cantidad que contempla la totalidad de los 
perjuicios ocasionados. 
Solicitud desestimada por la resolución de fecha 30 de mayo de 2023, aquí 
impugnada. 
 

Refiere que, se vio privado de forma injusta de su destino en el Puesto de 
Seguridad y Protección de  (Roma), viéndose obligado a 
permanecer destinado de forma injusta en el Grupo Rural y de Seguridad  

, durante el periodo de dos años: desde el 15 de septiembre de 2018, 
hasta 15 de septiembre de 2020, habiendo sido privado de su destino en la 
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Embajada durante tres años, así como de todos los emolumentos que el mismo le 
reportaba.  
Se le han producido perjuicios profesionales, económicos y morales, que se 
pueden desglosarse en los siguientes: 
- gastos por tener que haber estado en destinado forzosamente, 
reclamando por ello el abono de gastos de la vivienda en Igualada y los viajes 
realizados para ver a su familia los dos años que estuvo destinado forzoso en 

: gasto de luz, gas y agua de su domicilio en la Casa Cuartel en la 
localidad de  

Cifra los gastos de gas natural en 462,91 € 
Los gastos de agua en 270,32 € 
Los gastos de electricidad, en 507,77 € 
Peaje, tramos de : 1.602,77 €. 
 

Todo ello hace un total de 3.741 €:  
- 1.241 por gastos de vivienda (gas, agua, luz) 
-2.500 por gastos de viajes (autopista, desgaste vehículo, gasolina). 
 

Añade que, ha sido privado de su destino, de las retribuciones y pluses 
inherentes al mismo, al ser destinado forzosamente en  de manera 
injusta, provocándole padecimientos económicos y morales, al tener que estar 
lejos de su familia en un destino en que nunca quiso ir, y verse privado de poder 
dar una educación bilingüe a sus hijos en un país extranjero. Daño moral que 
cuantifica en la cantidad de 10 euros por día en que no ha estado destinado en el 
Puesto de Seguridad y Protección de  (Roma), que cifra 
en un total de 8.200 euros; al ser 820 días privado de su destino. 
 

Cuantifica en 11.941 € el daño causado. Cuantía dejada de percibir en 
concepto de daños económicos más los daños morales. 
 

Solicita se dicte sentencia por la que, estimando el recurso interpuesto, se 
condene a la Administración demandada a abonarle, la suma de 11.941 €, con 
condena en costas de la demandada. 
 

La Administración recurrida se opone a tal pretensión alegando en primer 
término la inadmisión del recurso al alterar los conceptos reclamados en vía 
administrativa en relación a los pretendidos en este recurso. 
Indica que en vía administrativa se reclamó 30.000 € por daños morales y 
165.068,50 € por la diferencia retributiva. 
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Que el recurso podría admitirse por los daños morales, pero no por los 
gastos de suministro y viaje al reclamarlos ex novo en esta vía. 
Invoca el art. 69 c) de la LJ y menciona las sentencias del TS de 28-01-2021 y 
de 11-11-2019, según las cuales, sí cabe variar la cuantía de la reclamación, pero 
no los conceptos. 
Cita el art. 67 de la Ley 39/2015. 
 

Subsidiariamente sostiene que, los gastos de suministros no son 
resarcibles al tratarse de gastos que se producen con independencia de donde se 
vive, teniendo el demandante la obligación de soportarlos. 
 

Respecto del daño moral, afirma no acreditarlos al no existir una mínima 
prueba sobre la afectación personal de los hechos. 

Expone que, la sentencia de la AN de 09-02-2022 sostiene que, los daños 
morales han de ser probados. 
 

La defensa del demandante en respuesta a la invocada de contrario causa 
de inadmisión, manifestó oponerse a la misma, toda vez que los gastos aquí 
reclamados se subsumen, afirma, en la cuantía solicitada. 
 
 

SEGUNDO.– El demandante, con fecha 03-02-2022 formula reclamación 
de responsabilidad patrimonial por la diferencia retributiva entre el salario de su 
destino forzoso, y los que hubiera percibido en el puesto de Seguridad y 
Protección de . 
Califica los perjuicios sufridos en económicos y morales. 
Concretamente reclama 165.068,50 € por las diferencias retributivas desde 
septiembre de 2018 a septiembre de 2020; y 30.000 € por daños morales, 
haciendo un total de 195.068,50 €. 
 

La resolución aquí cuestionada, desestimatoria de las pretensiones del 
demandante, en los Fundamentos Jurídicos Sexto y Séptimo, se recoge: “En 
efecto, el guardia civil  no ha sufrido lesión o perjuicio antijurídico 
efectivo, individualizado y económicamente evaluable alguno, toda vez que, tal como se 
desprende del informe emitido por el Teniente Coronel Jefe de la Primera Sección del 
Servicio de Retribuciones, y que reproduce el Instructor en su Propuesta de Resolución, ha 
percibido las nóminas correspondientes a sus destinos y las indemnizaciones previstas para el 
tiempo permanecido prestando servicios en el extranjero - diferencias de poder adquisitivo 
entre España y , en el presente caso, y dietas de alojamiento. Emolumentos que no 
corresponde percibir durante el tiempo pretendido por el interesado, en el que no ha estado 
efectivamente cumpliendo sus servicios allí. 
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Además, realiza sumatorios en los que engloba la totalidad de las nóminas que entiende 
corresponderían a los destinos por él pretendidos, sin la detracción de las nóminas 
efectivamente percibidas correspondientes a los destinos por él ocupados, derivando en una 
cantidad desorbitada absolutamente injustificada………… 
Respecto de los daños morales que alega sufridos procede subrayar que, en todo caso, la 
producción de daños morales o psiquiátricos deben probarse, sin que pueda considerarse una 
alegación genérica de su existencia, así como tampoco es suficiente una cuantificación 
puramente subjetiva, siendo necesario que el daño sea, entre otros requisitos, objetivo y 
evaluable económicamente y, por supuesto, absolutamente excepcional”. 
 
 

TERCERO.– La representación de la Administración recurrida invocó la 
causa de inadmisión del art. 69 c) de la LJ por alterar los conceptos reclamados 
en vía administrativa, donde no se interesó el abono de la cuantía aquí 
pretendida por importe total de 3.741 € por los gastos de agua, gas, electricidad 
y de viaje.  
 

Dicho precepto establece que, la sentencia declarará la inadmisibilidad del 
recurso o de alguna de las pretensiones en los casos siguientes: c) Que tuviera 
por objeto disposiciones, actos o actuaciones no susceptibles de impugnación.   
 

El art. 66 de la Ley 39/2015 expresa que, las solicitudes que se formulen 
deberán contener, entre otros extremos, los hechos, razones y petición en que se 
concrete, con toda claridad, la solicitud. 
 

Para resolver tal motivo de inadmisión por desviación procesal, cabe tener 
presente la doctrina recogida en las sentencias invocadas por la representación 
de la Administración recurrida. 
 

Así, la sentencia del Tribunal Supremo (Contencioso), sec. 5ª, de 28-01-
2021, nº  recoge en su fundamento de derecho cuarto 
“De acuerdo con todo lo expuesto y dando respuesta a la cuestión de interés casacional 
planteada en el auto de admisión del recurso, ha de entenderse que: reclamada una 
indemnización en vía administrativa en evaluación de responsabilidad patrimonial, puede esta 
modificarse en su cuantía en vía judicial en cuanto responda a los mismos hechos y causa de 
pedir, sin incurrir por ello en desviación procesal”.  
 

Y en el fundamento anterior sostiene “constituye una consolidada jurisprudencia 
de la Sección Segunda de la Sala Tercera de este Tribunal la de que, siempre que no se alteren 
los hechos ni las pretensiones ejercitadas en vía administrativa, en el recurso contencioso-
administrativo pueden formularse nuevas alegaciones que vertebren el mismo petitum. En 
este sentido, en la Sentencia de 5 de febrero de 2000 (rec. cas. núm. 2784/1995) aclaramos 
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que la naturaleza revisora de esta jurisdicción exige "la existencia de un acto o actuación de la 
Administración pública sometida a Derecho Administrativo, pero no es el contenido de ese 
acto el que condiciona las facultades de revisión jurisdiccional de los Tribunales de este 
orden, sino que son las peticiones de la demanda las que determinan, cuantitativa y 
cualitativamente, el contenido de la pretensión impugnatoria, siempre que la Administración 
hubiera tenido la oportunidad de resolver sobre las mismas, e interpretando, además, esta 
última expresión, o esa posibilidad u oportunidad, en sentido amplio y abierto y no en el 
estricto de formulación mimética en vía jurisdiccional de las pretensiones articuladas y 
deducidas previamente en la vía administrativa"……………. "la Ley de la Jurisdicción, pese 
al carácter revisor de la misma que impide que puedan plantearse ante ella pretensiones que 
no hayan sido previamente formuladas en vía administrativa, y superando viejas concepciones 
sobre la imposibilidad de atacar un acto con argumentos no articulados previamente, permite 
alegar, a favor de la misma pretensión ejercitada ante la Administración, cuantos motivos 
procedan, se hubieran o no invocado antes, al corresponder la distinción entre cuestiones 
nuevas y nuevos motivos de impugnación a la diferenciación entre los hechos que identifican 
las respectivas pretensiones y los fundamentos jurídicos que los justifican, de tal modo que 
mientras aquéllos no pueden ser alterados en vía jurisdiccional, sí pueden adicionarse o 
cambiarse los argumentos jurídicos que apoyan la única pretensión ejercitada". 
En el mismo sentido y referido a la cuantificación de la pretensión ejercitada, la sentencia de 
11 de diciembre de 2019 (rec. 6651/2017), señala que el carácter revisor de esta jurisdicción 
solo resulta fundado y atendible "cuando quepa afirmar que lo pretendido en el proceso es 
algo distinto y ajeno a lo que fue pedido a la Administración y a las consecuencias o efectos 
jurídicos derivados de tal petición". 

 
Así, aplicando la doctrina contenida en la trascrita sentencia se concluye 

que, en la presente demanda se ha variado la causa de pedir y los hechos que 
fundamentan la pretensión relativa a la reclamación de los gastos de agua, gas, 
electricidad y viajes; toda vez que, en vía administrativa, solamente se 
reclamaban los daños morales y las diferencias retributivas. 
 

Se aprecia y estima la causa de inadmisión esgrimida por la parte 
demandada, por lo que solamente cabe analizar la reclamación relativa a los 
daños morales. 
 
 

CUARTO.- El presente recurso se enmarca en el ámbito de la 
responsabilidad patrimonial, y al respecto se ha de citar el art. 32 de la Ley 
40/2015 según el cual “1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las 
Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus 
bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o 
anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el 
particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. 
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La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de 
los actos o disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la 
indemnización. 
2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado con relación a una persona o grupo de personas”. 
 

El análisis de este recurso ha de efectuarse a tenor de las pretensiones 
formuladas por las partes y de los motivos que fundamenten el recurso y la 
oposición (art. 33.1 de la LJ). 
 

Así, dado que se ha acogido la excepción de desviación procesal relativa a 
la reclamación de 3.741 € por los gastos de gas, luz, agua y viajes, resta por 
analizar la reclamación por daños morales, para cuya indemnización debe 
concurrir los demás elementos que conforman la responsabilidad patrimonial.  
 

Y ello por cuanto que, la anulación de un acto no presupone per se, el 
derecho a la indemnización, sino que debe concurrir con los demás elementos 
que conforman la responsabilidad patrimonial. 

Por consiguiente, debe resultar el daño efectivo, individualizado y 
evaluable económicamente, nexo causal entre el actuar de la administración y el 
resultado dañoso y lesión antijurídica en el sentido de ausencia de deber jurídico 
del administrado de soportar el resultado lesivo.  
 

Sentado que, la sentencia del TSJM de 24-03-2021, nº 167, ha declarado 
no ajustada a Derecho la desestimación presunta del recurso de alzada 
interpuesto contra la Resolución de 20 de agosto de 2018 (BOGC Núm. 36 de 
21 de agosto de 2018), del General de Brigada, Jefe Accidental del Mando de 
Personal por delegación del Director General, por la que se destina a vacantes de 
concurso de méritos, entre otros al aquí demandante, resta determinar la 
procedencia o no del quantum indemnizatorio solicitado en concepto de daños 
morales, siendo la parte actora a quien corresponde, la carga de la prueba sobre 
valoración de dichos daños. 
 

Daños morales que, por oposición a los meramente patrimoniales, son los 
derivados de las lesiones de derechos inmateriales y pueden generar en quien los 
ha sufrido un derecho a la compensación pecuniaria o reparación satisfactoria.  
La situación básica para que pueda darse lugar a un daño moral indemnizable 
consiste en un sufrimiento o padecimiento psíquico (...) o espiritual, (...) 
impotencia, zozobra, ansiedad, angustia, estados de ánimo permanentes o de una 
cierta intensidad. 
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En el caso analizado, se solicita tal daño moral por la pérdida del destino, 
de las retribuciones y pluses inherentes al mismo, ser destinado forzosamente a 

, provocándole padecimientos económicos y morales, al tener que 
estar lejos de su familia en un destino en que nunca quiso ir, y verse privado de 
poder dar una educación bilingüe a sus hijos en un país extranjero. 
 

Acerca de la prueba de dichos daños morales, decir que, no cabe duda del 
carácter subjetivo del “pretium doloris”, de la dificultad de su probanza, y que el 
demandante funda su petición en los argumentos referidos sin medio probatorio 
añadido; pero tal hecho no enmascara la realidad de dichos daños por cuanto 
que, el destino forzoso necesariamente le ha afectado a nivel personal y familiar, 
habiendo tenido que trasladarse a otro lugar no querido, privado de la compañía 
de su familia y prescindido de las oportunidades y mejoras económicas que el 
destino en Roma le brindan a él y a su familia.  
Así, habiéndose acreditado la antijuridicidad del daño toda vez que el 
demandante no tenía el deber jurídico de soportar. 
 

Tales perjuicios e inconvenientes resultan indemnizables en concepto de 
daños morales al ser evaluables económicamente aun cuando la fijación de su 
cuantía no resulta fácil por el carácter subjetivo de los mismos, considerándose 
razonable, ponderando las circunstancias antes reseñadas, la suma de 5.000 €. 
 

Como afirma la SAN (Contencioso), sec. 5ª, de 24-03-2021, rec. 39/2020, 
“el resarcimiento del daño moral por su carácter afectivo y de pretium doloris, carece de 
módulos objetivos, lo que conduce a valorarlo en una cifra razonable, que siempre tendrá un 
cierto componente subjetivo por lo que deben ponderarse todas las circunstancias 
concurrentes en el caso”. 
 

No se cuantifica de la manera solicitada por la parte actora (10 €/día) por 
entender que en este caso no es parámetro aplicable tener presente el tiempo no 
destinado en Roma, y sí las perjuicios derivados de vivir en lugar no deseado y 
separado de su familia.  
 
 

QUINTO.-  A la luz de lo referido procede estimar parcialmente el 
recurso y condenar a la Administración recurrida a que abone al recurrente la 
suma de 5.000 €, junto a los intereses legales desde la reclamación efectuada el 
03-02-2022. 
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SEXTO.-  En cuanto a las costas procesales, conforme al art. 139 de la 
L.J.C.A. de 13-7-98, no se hace expresa condena. 
 
 Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente 
aplicación. 
 
 
 

FALLO 
 

Que estimando parcialmente el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por D. , frente a la resolución de 30-03-
23 del Ministro del Interior, y en su delegación el Secretario General Técnico, 
por la que se desestima la reclamación por responsabilidad patrimonial 
formulada por dicho recurrente. Expediente . 
 

Declaro que dicha resolución no es ajustada a Derecho y, en 
consecuencia, procede anularla y declarar haber lugar, en parte, a la 
indemnización solicitada.  
 

La Administración demandada deberá abonar al recurrente la suma de 
5.000 € (cinco mil euros) junto a los intereses legales desde el 03-02-2022. 
 

Se acoge la excepción de desviación procesal invocada por la 
Administración demandada. 
 

No se hace expresa condena en costas. 
 

Frente a la presente resolución no cabe formular recurso de apelación.  
 

Así por esta mi sentencia, lo pronuncio mando y firmo. 
 
LA MAGISTRADA  
 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a 
cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la 
intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 
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